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La imposición de penas por delitos de drogas 
en Inglaterra y Gales se ha sometido reciente-
mente a una amplia revisión y consulta públi-
ca. Por primera vez, se han planteado cuestio-
nes de principio fundamentales para una 
discusión pública constructiva y se ha emiti-
do una recomendación que, en caso adoptar-
se, cambiará totalmente la imposición de 
penas en los tribunales para muchos delitos 
de drogas, especialmente en el caso de los 
correos humanos de drogas o ‘mulas’. El 
objetivo de este informe es examinar y eva-
luar este mecanismo para llevar adelante una 
reforma jurídica sin necesidad de una refor-
ma legislativa, así como analizar el debate 
específico en torno a la imposición de penas 
por delitos de drogas en que ha desembocado. 

EL MECANISMO 

Tradicionalmente, el Parlamento establecía 
una pena máxima y, por debajo de ese tope, 
era el juez quien resolvía la disposición ade-
cuada, en función de las circunstancias del 
delito y de forma proporcional a su gravedad, 
según lo determinado por la culpabilidad del 
autor y el daño asociado con el delito (la doc-
trina del ‘castigo merecido’ o ‘just deserts’)2; la 
reclusión era un último recurso.3 Algunas 
resoluciones judiciales dictadas por los más 
altos tribunales4 se convertían en precedente 
para casos con hechos parecidos (este proceso 
era objeto de críticas por no contemplar la 
consulta con terceras partes interesadas)5 
pero, por lo general, la sentencia dependía de 
la discreción del juez.  

Por un lado, esta discreción judicial posibili-
taba una respuesta proporcionada y adaptada 
al delito/al autor del delito, ajustada al resul-
tado deseado, ya fuera la rehabilitación o la 

disuasión. También se decía que esta autono-
mía judicial constituía una regla de salvaguar-
dia jurídica, ya que garantizaba la separación 
de poderes y actuaba como medida de pro-
tección ante el riesgo de una influencia políti-
ca inapropiada sobre la imposición de penas. 
Por otro lado, se criticaba6 que la imposición 
de penas fuera arbitraria y opaca, con enfo-

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 Mediante el Grupo Consultivo sobre Impo-
sición de Penas (SAP), hemos aprendido que 
la disuasión como base para la imposición de 
penas en casos de drogas carece, de hecho, 
de base empírica y es ineficaz. 

 En el Reino Unido, los niveles actuales de 
imposición de penas en casos de correos 
humanos de drogas son desproporcionados 
en comparación con su culpabilidad y con el 
daño asociado al delito. 

 La recomendación del SAP ha intentado 
hallar un sutil equilibrio entre la coherencia, 
la transparencia y la separación de poderes 
necesarias en un Estado de derecho, cuya 
previsibilidad permite mejorar la asignación 
de recursos, y el compromiso general con la 
justicia en cada caso individual. 
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ques y resultados incoherentes, y se viera 
aquejada por una discriminación indebida, 
factores que socavaban la confianza pública 
en el sistema judicial penal y que eran, de por 
sí, contrarios al Estado de derecho.  

En 2008, se estableció el Grupo Consultivo 
sobre Imposición de Penas (SAP en inglés),7 
un organismo público creado por ley pero sin 
poderes ejecutivos, integrado por miembros 
del poder judicial; profesionales de la policía, 
de centros penitenciarios y del ámbito de la 
libertad vigilada; académicos y miembros 
legos. El papel del SAP consistía en proponer 
y enmarcar una serie de directrices para la 
imposición de penas, incorporando las res-
puestas recogidas a través de consultas públi-
cas abiertas y, en concreto, de personas con 
experiencia directa sobre el delito sometido a 
revisión. Con miras a generar una base empí-
rica para su labor, el SAP encargó varios estu-
dios y comenzó a elaborar una tabla compa-
rativa de gravedad entre distintos tipos de de-
lito. En un principio, el papel del SAP pasaba, 
de hecho, por garantizar que los tribunales, al 
formular directrices, tuvieran un cuadro 
completo de los intereses de terceras partes.  

Las recomendaciones del SAP, por tanto, se 
presentaban al Tribunal de Apelación, que 
tenía la obligación legal de tenerlas en cuenta 
al sopesar si enmarcar o revisar las directrices 
para la imposición de penas en una resolu-
ción judicial anterior. El Tribunal también 
debía tener presente: ‘la necesidad de fomen-
tar la coherencia en la imposición de penas; las 
penas impuestas por los tribunales; y el coste 
de distintas penas y su eficacia relativa para 
evitar la reincidencia’.8 Sin embargo, el Tribu-
nal de Apelación (actuando en el marco de 
sus competencias) rechazó la primera reco-
mendación del SAP, lo cual puso de manifies-
to que se necesitaría una mayor implicación 
en el proceso de la judicatura para superar su 
renuencia a la idea de contar con directrices 
para la imposición de penas. También se pen-
só que era necesario fortalecer el mecanismo 
para que se pudieran garantizar directrices 
definitivas.9  

Para solucionar estos problemas, se creó el 
Consejo de Directrices sobre Imposición de 
Penas (SGC en inglés), 10 así como una serie 

de penas ‘mínimas’ legales.11 Con la nueva 
estructura, el SAP seguiría realizando consul-
tas y dando recomendaciones sobre directri-
ces para la imposición de penas, pero le 
correspondería al SGC (formado, entre otros, 
por veteranos miembros de la judicatura) 
emitir una directriz definitiva tras tomar tam-
bién en cuenta las opiniones del Gobierno y 
de la asamblea legislativa. El SGC ha procura-
do fundamentar esta labor en pruebas empí-
ricas, especialmente con respecto a los datos 
estadísticos. También se creó una ley por la 
que todo juez que imponía una pena tenía el 
deber legal de tomar en consideración12 la 
directriz definitiva para la imposición de 
penas del SGC pertinente y justificar13 los 
casos en que la pena se saliera de las pautas 
recomendadas. La misma ley exigía que el 
juez también tuviera en cuenta los objetivos 
siguientes de la imposición de penas: castigo; 
reducción de la delincuencia, incluso me-
diante disuasión; reforma y rehabilitación; 
protección del público; y reparación.14 

Una vez establecido el marco de funciona-
miento del SAP y del SGC, no se necesitaba la 
aprobación parlamentaria para atorgar a sus 
directrices una validez jurídica inmediata y, 
por lo tanto, las sesiones de debate del Parla-
mento se podían centrar en otras cuestiones, 
mientras que los detalles de la imposición de 
penas se trataban por separado a través de un 
grupo de expertos dedicados específicamente 
a ello. Cabe cuestionar si este método generó 
un déficit democrático, pero dado que todas 
las partes interesadas (incluidos los ministe-
rios gubernamentales pertinentes) podían 
realizar consultas sobre el desarrollo de las 
directrices, y que existe una necesidad legíti-
ma para la separación de poderes con res-
pecto a la imposición de penas, puede que no 
sea el caso. Ya se han emitido directrices defi-
nitivas sobre delitos que van desde el robo15 al 
fraude16, así como principios generales para la 
imposición de penas, tales como la forma de 
determinar la gravedad de un delito.17 El im-
pacto teórico de estas directrices ha sido pro-
fundo pero, aparte de los datos sobre la 
duración de las penas, se han recopilado 
pocos datos para demostrar su impacto.18  

Desde el 6 de abril de 2010, las funciones del 
SAP y del SGC se combinan en un único Con-
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sejo de Imposición de Penas (SC en inglés).19 
En este marco, lo que se exige es ‘seguir todas 
las directrices para la imposición de penas per-
tinentes al caso del autor del delito … salvo si el 
tribunal estima que hacerlo sería contrario a los 
intereses de la justicia’.20 Este nuevo umbral de 
referencia pretendía ser ‘más robusto’21 que el 
del SGC, pero el presidente saliente del SAP lo 
ha criticado por ser lo contrario.22  

El SC cuenta también con este nuevo manda-
to: hacer un seguimiento del uso de las direc-
trices por parte de los tribunales y su impacto 
sobre la coherencia y la confianza pública; 
evaluar el impacto de la práctica de imposi-
ción de penas sobre los recursos necesarios 
para plazas penitenciarias, libertad vigilada y 
servicios juveniles de justicia en comparación 
con factores no relacionados con la imposi-
ción de penas, como los patrones de reinci-
dencia; y evaluar el impacto de las propuestas 
en materia de políticas y legislación.23 El 
motor de este cambio parece haber sido la 
necesidad de prever futuros cambios en las 
cifras de la población penitenciaria para 
asignar los recursos con mayor eficacia.24 

Cabe destacar que, mientras se producían 
todos estos cambios, los tribunales han con-
servado su poder para generar resoluciones 
judiciales de referencia. Sin embargo, por lo 
general se han limitado a cuestiones que aún 
no han sido estudiadas por los organismos 
reglamentarios o que necesitan actualizarse.25  

Las directrices definitivas del SGC seguirán 
en vigor, al igual que las resoluciones judi-
ciales anteriores de los más altos tribunales 
que no hayan sido reemplazadas por el 
SAP/SGC. No obstante, aún no está claro 
cómo ni con qué calendario avanzará el SC 
con las recomendaciones del SAP que aún no 
se hayan convertido en directrices definitivas, 
como la relativa a la imposición de penas por 
delitos de drogas.  

REVISIÓN DE LA IMPOSICIÓN DE PENAS 
POR DELITOS DE DROGAS 

El Parlamento ha establecido los parámetros 
para la imposición de penas por delitos de 
drogas.26 Las drogas se dividen en tres clases: 
A27, B28 y C29. Las consideradas más dañinas 

son las clasificadas como A y sujetas a las 
penas más severas (máx. condena perpetua 
por tráfico), mientras que las consideradas 
menos dañinas entran en la clase C y están 
sujetas a penas menos duras (máx. 14 años de 
prisión por tráfico). El Parlamento también 
ha prescrito que un tribunal debería imponer 
una pena mínima de 7 años por un tercer 
delito de tráfico de drogas de clase A, a me-
nos que fuera injusto hacerlo30 y que un tri-
bunal debería considerar que existe un agra-
vante cuando el suministro de drogas se pro-
duce en la cercanía de una escuela o cuando 
se utilizan correos humanos menores de 18 
años.31 También se han creado intervenciones 
de base comunitaria y de privación de la 
libertad32, que incluyen análisis de detección 
de drogas obligatorios y evaluaciones con 
derivaciones a tratamiento.33  

El dónde situar un caso concreto dentro de 
estos parámetros (sujetos a los fines legales de 
la imposición de penas detallados arriba) 
depende del juez que impone la pena, que 
debería ejercer su discreción de acuerdo con 
los casos de referencia, siempre que éstos se 
hayan presentado. 

De hecho, los tribunales han elaborado 
muchos casos de referencia sobre la imposi-
ción de penas por delitos de drogas y, por 
consiguiente (por ejemplo), factores como el 
papel del autor del delito,34 la cantidad de 
drogas,35 su pureza36 y valor en la calle,37 y si 
la motivación del autor del delito era finan-
ciar su propia adicción38 se han convertido en 
relevantes a la pena. Los tribunales, en con-
creto, han encumbrado la ‘disuasión’ como 
principal objetivo de la imposición de penas 
por tráfico de drogas.39 En consecuencia, las 
personas condenadas por delitos de importa-
ción o exportación reciben penas más duras 
(media de 84 meses de reclusión) que los vio-
ladores (media de 79,7 meses) o los condena-
dos por lesiones corporales graves o lesiones 
intencionadas (media de 50,1 meses).40 

A pesar de ello, los niveles de delitos de drogas 
en el Reino Unido han ido aumentando en los 
últimos años y, en 2007, se juzgaron en los tri-
bunales casi 40.000 delitos de drogas, mientras 
que más de 110.000 se trataron fuera de los tri-
bunales, a través de amonestaciones y adver-
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tencias policiales.41 El que un caso se juzgue en 
los tribunales o al margen de ellos viene deter-
minado por las Normas para la Presentación 
de Cargos del Servicio de Fiscalía de la Coro-
na,42 que disponen que la acción judicial es lo 
habitual cuando el caso entraña la posesión de 
una droga de clase A o la posesión de más de 
una cantidad mínima de una droga de clase B 
o C. La decisión implica cuestiones de interés 
público y gravedad del delito. El número de 
personas que dice consumir drogas de clase A 
en el Reino Unido ha aumentado del 9,6% en 
1996 al 13,8% en 2007/2008.43 

Por lo tanto, el consumo de drogas afecta las 
vidas de muchos ciudadanos británicos de una 
forma u otra. En este contexto, ha surgido una 
considerable polémica44 sobre el vínculo entre 
la clasificación de una droga y su verdadero 
daño, ya que el Gobierno ha rechazado45 las 
recomendaciones de base empírica del orga-
nismo consultivo de expertos en este ámbito. 
Eso entraña que, si las clasificaciones, en las 
que se basan las directrices para la imposición 
de penas son incorrectas, la actual imposición 
de penas resulta desproporcionada. 

Ante tal confusión, el SGC solicitó que el SAP 
emitiera una recomendación sobre la imposi-
ción de penas por delitos de drogas. El SAP re-
copiló las estadísticas y los estudios académi-
cos pertinentes, y presentó un borrador de re-
comendación con directrices para la imposi-
ción de penas con miras a someterlas a consul-
ta. El SAP se centró únicamente en aquellos 
delitos que se presentan ante los tribunales con 
mucha frecuencia y que implican un uso nota-
ble de penas de privación de la libertad o que 
tienden a traducirse en penas de privación de 
la libertad de duración significativa.46 Los deli-
tos son: importación; exportación; suministro; 
ofrecimiento para suministrar; tenencia con 
intención de suministro; producción; pose-
sión; y permitir que se utilicen establecimien-
tos para actividades relacionadas con drogas. 
La consulta intentó recopilar opiniones sobre 
lo siguiente: 

 La gravedad relativa de los delitos de drogas 
en comparación con otras formas de com-
portamiento delictivo, especialmente con 
delitos de violencia (incluidos delitos 
sexuales) y de falta de honradez; 

 La base empírica que sostenga la eficacia de 
la imposición de penas disuasorias y la 
posibilidad de que la confiscación de los 
bienes del autor del delito tenga un efecto 
disuasorio;  

 La importancia del papel del autor del deli-
to y cómo definir diversos papeles, así co-
mo la relevancia de las dimensiones o el al-
cance de la operación y la cantidad de dro-
gas implicadas, además de la mejor forma 
de calcular cantidades relativas de drogas; 

 La viabilidad de determinar la gravedad en 
función del papel y la cantidad; 

 La relevancia de: la pureza de la droga; que 
el suministro se produzca en un mercado 
de drogas abierto; y el valor de la droga en 
la calle. También en qué medida es posible 
realizar un cálculo fiable del valor en la 
calle; 

 La relevancia de: la motivación comercial; 
una opinión equivocada sobre la droga im-
plicada; el conocimiento del suministro de 
una droga falsa; el hecho de que las drogas 
se utilicen como ayuda para una enferme-
dad; y que se haya explotado la vulnerabi-
lidad del autor del delito. También se pidió 
a las partes consultadas que dieran detalles 
de otros factores que deberían influir en la 
gravedad del delito y en la pena impuesta;  

 El papel desempeñado por las ‘mulas’ en la 
cadena de suministro y la pena apropiada 
para los autores de estos delitos; y, 

 Cuál es probablemente la pena más eficaz 
para distintos tipos de delitos y delincuentes. 

El SAP recibió 51 respuestas a su consulta, de 
fuentes tan variadas como el Servicio de Fis-
calía de la Corona, la organización Parents 
against Lethal Addictive Drugs, la Unidad de 
Estrategia sobre Estupefacientes del Ministe-
rio del Interior, la organización benéfica 
Release, el Colegio de Abogados Penalistas, 
abogados especializados en leyes sobre drogas 
como Rudi Fortson QC, y algunas personas 
actualmente en prisión por delitos de drogas. 
Algunas respuestas, aunque no todas, se han 
hecho públicas en esta etapa, pero se han inclu-
ido referencias en la recomendación del SAP. 

Cabe señalar que hay pocas diferencias entre 
las propuestas en el informe de consulta del 
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SAP y las propuestas en su recomendación 
final al SGC. Las diferencias son las siguientes:  

 Se ha eliminado de todas las directrices 
para la imposición de penas la expectativa 
explícita de que se emita una orden de con-

fiscación en todos los casos en que haya 
bienes recuperables, excepto en aquellos 
por posesión de un estupefaciente fiscaliza-
do. El SAP ha recomendado que se realicen 
más estudios sobre la eficacia de dichas 
órdenes y su aplicación; 

     Correos humanos de drogas o 'mulas' 

(Personas que transportan drogas ilegales de 
un país a otro dentro de su cuerpo o equipaje) 

Por lo general, se coincide en que la mayoría 
de correos humanos de drogas o ‘mulas’ pro-
vienen de entornos pobres y son personas 
vulnerables47 o explotadas.48 También es cierto 
que el transporte corporal de drogas (tragán-
doselas) entraña un riesgo real de muerte49, un 
alto riesgo de complicaciones sanitarias50 y 
cierta humillación. 

No obstante, a diferencia de cuando se impo-
nen penas por otros delitos, ‘la vulnerabilidad 
y características personales del autor del delito 
pueden desempeñar un papel muy pequeño’ 51 
en la imposición de penas a las ‘mulas’. Tam-
poco suele contar como factor atenuante el 
buen carácter anterior52 o la confesión de cul-
pabilidad53, como sucede en otros casos. Para 
empeorar las cosas, los tribunales sostienen 
que en los casos de ‘mulas’ de drogas, ‘la nece-
sidad de penas disuasorias se siente de forma 
aún más marcada’.54 El resultado son penas de 
privación de la libertad muy largas en los 
casos de las ‘mulas’, de entre 5 a 10 años. 

Tras consultar con las partes, la recomenda-
ción del SAP reconoce que ‘es probable’ que 
estas penas ‘sean desproporcionadas con res-
pecto a la culpabilidad del autor individual del 
delito y el daño que se deriva del delito en cues-
tión’ 55 y considera que ‘la cantidad de dinero 
que puede esperar obtener un correo humano 
suele ser insignificante en relación con los bene-
ficios obtenidos por aquellos con otros papeles 
en la cadena de suministro. Un correo humano 
también suele ser un mero portador sin conoci-
mientos sobre el resto de la organización’.56  

Por otro lado, el SAP reconocía la preocupa-
ción de algunas partes consultadas de que el 
papel de las ‘mulas’ es ‘fundamental’ para el  
mercado de drogas ilegales  y que ‘no todos los 

correos se ajustan a la misma definición’.57 El 
SAP intentó dar cabida a ambas perspectivas 
recomendando que los casos en que un correo 
humano: 

 se haya involucrado en el delito por 
ingenuidad y proceda de un contexto 
general de pobreza y desventaja; 

 esté motivado fundamentalmente por la 
necesidad más que por la avaricia; 

 transporte drogas sobre o dentro de su 
persona o en su equipaje; y, 

 no haya participado en este tipo de 
actividad antes 

Deberían ser tratados como pertenecientes a 
un papel ‘subordinado’ y, por lo tanto, sujetos 
a penas menos severas. En las propuestas 
surgidas de las consultas, no se habían exigido 
estos requisitos para que las ‘mulas’ entraran 
en la categoría de papel subordinado. 

Existe el peligro de que si, tal como se exige, 
los hechos del caso se cruzan con los datos 
sobre la cantidad de droga (que el SAP ha 
situado en niveles muy bajos), las ‘mulas’ 
entren en un tramo de imposición de penas 
superior. Por ejemplo, el tramo de imposición 
de penas más bajo, que parte de 3 ½ años de 
reclusión, se limita a un máximo de 50 gr de 
cocaína, mientras que el promedio de cocaína 
que transportan en su interior los correos 
humanos se sitúa, según un estudio,58 en 400 
gr, que oscilaría entre 15 gr – 1900 gr; esto 
colocaría a la mayoría de acusados en el tramo 
del nivel 3 (hasta 500 gr), que parte de 5 años 
reclusión y, a algunos, en el tramo del nivel 2 
(hasta 2,5 kg), que parte de 8 años. Dicho esto, 
parece, en definitiva, que las penas para los 
correos humanos podrían verse reducidas 
hasta un 40% en algunos casos, si la recomen-
dación se convierte en ley. 
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 Se ha suavizado la directriz para la imposi-
ción de penas a correos humanos de drogas 
(véase cuadro); 

 Se incluyen nuevos factores atenuantes: por 
ejemplo, la inducción al suministro no se 
tipifica como inducción dolosa a la comi-
sión de un delito; y la presión, la intimida-
ción o la coerción no se tipifican como 
coacción; 

 Se eliminan varios factores agravantes: por 
ejemplo, que el suministro se produzca en 
un mercado de drogas abierto; y 

 Hay pequeñas modificaciones en la escala de 
la imposición de penas para la producción de 
drogas de clase B y C. 

En lo que respecta a la disuasión, el SAP llegó 
a la conclusión de que ‘no existen pruebas que 
corroboren la eficacia del enfoque actual’, 59 
mientras que los ‘estudios demuestran que es 
más probable que los potenciales delincuentes 
se vean disuadidos por su sensación de riesgo 
de ser detenidos que por la pena que segura-
mente se les imponga’.60 Entre los consultados, 
por tanto, había ‘acuerdo general sobre los 
niveles de imposición de penas propuestos por 
el grupo’, que se aleja del enfoque disuasorio 
basado en largas penas de reclusión para cen-
trarse, más bien, en lo que funciona. Por 
ejemplo, el SAP indica: ‘Cuando el comporta-
miento delictivo haya sido desencadenado por 
una adicción, el tribunal podría decantarse 
por una pena dirigida fundamentalmente a la 
reforma y rehabilitación del autor del delito, 
con miras a reducir el riesgo de reincidencia … 
hay pruebas de que las intervenciones que 
fomentan el compromiso con un tratamiento 
pueden ayudar a reducir el consumo de drogas 
y los delitos de drogas’. 61 

En cuanto al principio de imposición de 
penas, el SAP reafirma la importancia de la 
proporcionalidad, por lo que ‘el principal 
factor que debe tener en cuenta la imposición 
de penas es la gravedad del comportamiento 
delictivo’.62 Esa gravedad, al igual que antes, 
se determinará de acuerdo con la culpabilidad 
del autor del delito y el daño asociado con el 
delito. Para evaluar la culpabilidad, un tribu-
nal sopesará el papel, el nivel de conocimien-
to y la motivación del autor del delito, así 

como la cantidad de droga; el valor en la calle 
y la pureza ya no se considerarán cuestiones 
significativas.  

El daño, que se divide en ‘daño primario’ 
(hacia los consumidores de drogas) y ‘daño 
secundario’ (hacia las familias y la comunidad 
en general) se evaluará, fundamentalmente, 
según la clase de droga. Reconociendo las 
inquietudes de algunos de los consultados 
sobre la asociación entre el daño real y la 
clase de droga, el SAP concluyó que ‘dado el 
marco legal… no sería apropiado que las 
directrices para imposición de penas distin-
guieran entre drogas dentro de cada clase’.63 

La recomendación del SAP ha provocado al-
gunas decepciones, como la falta de presun-
ción en contra de la privación de libertad en 
los casos de suministro social y que las canti-
dades de droga dadas, que sirven también 
como referencia para determinar la gravedad 
del delito, sean muy bajas.  

De no ser por la creación del SC, la recomen-
dación se habría convertido ya, sin duda algu-
na, en una directriz definitiva.64 En virtud del 
nuevo marco, sin embargo, para que esto sea 
posible, el SC debería al menos evaluar el cos-
te de las distintas penas propuestas65 (al pare-
cer, aún no se ha hecho) y también, posible-
mente, el impacto de sus nuevas directrices 
sobre los recursos necesarios para plazas pe-
nitenciarias, libertad vigilada y servicios juve-
niles de justicia,66 lo cual no es sencillo. De 
hecho, tras consultarse con el SC, éste no ha 
podido dar un calendario o plan de acción 
sobre los próximos pasos con respecto a su 
recomendación.  

CONCLUSIÓN 

Se ha intentado hallar un sutil equilibrio 
entre la coherencia, la transparencia y la 
separación de poderes necesarias en un 
Estado de derecho, cuya previsibilidad per-
mite mejorar la asignación de recursos, y el 
compromiso general con la justicia en cada 
caso individual.  

Inglaterra y Gales tienen un sistema de dere-
cho consuetudinario, no un código penal y, 
por lo tanto, nuestros delitos pueden abarcar 
una gran amplitud de gravedad. Además, no 
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sería posible, dentro de una directriz, prever y 
prescribir todas las combinaciones de factores 
que podrían surgir con respecto a un delito y 
su autor. En consecuencia, el Reino Unido ha 
optado por un sistema de directrices presun-
tivo más que obligatorio, pero incluso así, la 
judicatura se ha mostrado cautelosa. 

Se haya dado o no con el equilibrio correcto –
y a pesar de la decepción de las partes consul-
tadas sobre la incapacidad del mecanismo 
para ir más allá del equivocado sistema legal 
de clasificación de las drogas–, es evidente 
que se ha avanzado hacia unas directrices de 
base empírica. Este avance se ha alcanzado 
mediante el proceso de consulta porque toma 
en cuenta los últimos estudios académicos y 
estadísticos, así como las opiniones de terce-
ras partes interesadas, a diferencia del proce-
so que se solía seguir antes, caracterizado por 
un tribunal cerrado que sólo escuchaba las 
aportaciones de las partes implicadas en el 
mismo caso de referencia. 

En términos de políticas de drogas, es preci-
samente aquí donde radica el valor del meca-
nismo. Mediante el proceso de consulta y 
recomendación, hemos aprendido que la base 
de la imposición de penas en Inglaterra y 
Gales –la disuasión– carece, de hecho, de base 
empírica y es poco eficaz. El mecanismo tam-
bién ha impulsado el debate sobre los correos 
humanos de drogas, con la conclusión defini-
tiva de que los niveles actuales de imposición 
de penas son desproporcionados en compara-
ción con la culpabilidad y con el daño asocia-
do al delito. De hecho, muchos grupos lleva-
ban años haciendo campaña sobre estas cues-
tiones67 pero, antes de la consulta del SAP, no 
había verdaderas perspectivas de reforma. 

Sólo por estos motivos, debemos esperar que 
la recomendación se convierta en ley. 
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